INFORME
Cristóbal Ignacio Carrasco Navarro (25058834N),  guardia civil jubilado, y actualmente desempeñando el cargo de Secretario General Provincial de la Asociación Unificada de Guardias Civiles, en Málaga, en base a los principios que recogidos en sus estatutos en cuanto a la lucha contra la corrupción, por el presente informa:
Que en relación a las presuntas irregularidades que se vienen sucediendo en la provincia de Málaga, respecto al esclarecimiento de tres muertes violentas ocurridas en la localidad de Alhaurin de la Torre, en las que se ha venido sucediendo una serie de hechos,  anteriores y posteriores a estas muertes, en las que de distinta manera se han visto implicados miembros de la Guardia Civil, empeñados en prestar  apoyo a Manuel Alonso Herrero, quien es el  supuesto autor de estas muertes, y que dada la reiterada participación de estos funcionarios en los hechos, unido a la protección y defensa a ultranza de la conducta poco ejemplar de estos guardias civiles por parte del actual coronel Jefe de la Comandancia  hace pensar que pudiera tratarse de una trama de corrupción amparada en la impunidad y en la institución de la prescripción de la que todos se han visto beneficiados.   

Todo ello se ve reforzado en la falta inexplicable de resultados en la investigación y en la desaparición de pruebas de las diligencias  de estas muertes, unido a la cadena de sucesión de hechos,  sin olvidar las buenas relaciones entre Manuel Alonso y miembros de la Guardia Civil evidenciadas en las escuchas telefónicas que casualmente parte de ellas habían desaparecido del sumario y otras habían resultado inservibles, provocando que tras varias peticiones polémicas a la Comandancia de la Guardia Civil de Málaga finalmente fueran entregadas las comprometidas escuchas y con ello dio lugar  a la detención e imputación de miembros del SEPRONA de Málaga por parte de Asuntos Internos de la Guardia Civil, ocurrido en febrero de 2015 diligencias previas 1429/15, juzgado nº4 de Málaga, encontrándose personada en esta actuaciones AUGC, ejerciendo la acción popular, en este procedimiento el Fiscal Jefe D. Juan Carlos Caballero asumió,  personalmente,   realizar el informe que finalmente concluiría con la retirada de la mayor parte de las imputaciones por prescripción de los presuntos  delitos detectados en las escuchas telefónicas, (doc.01) sin que este informe tuviera en cuenta a efectos del computo del plazo de prescripción la denuncia formulada por estos hechos en fecha 29 de marzo de 2012, por los abogados de la familia de  Lucía Garrido. (doc. 02)
A pesar de la gravedad de estos hechos recogidos en las escuchas telefónicas y de los que ha tenido conocimiento miembros de la propia Guardia Civil,  No se entiende cómo es posible la prescripción de estos ilícitos sin la comisión del delito de omisión del deber de perseguir delitos por parte de los agentes que han realizado la investigación y las escuchas telefónicas; delitos no prescritos y sí consumado en el momento que ha tenido lugar la prescripción y con ello la posibilidad de poder perseguir los mencionados ilícitos contenido en las escuchas, de los que han tenido conocimiento los propios investigadores y con ello la ineludible obligación perseguir como agentes de la Autoridad.
Por esta parte no se ha tenido conocimiento que la Fiscalía de Málaga que ha realizado el informe sobre la prescripción de los presuntos delitos cometidos por guardias civiles,  haya incoado las oportunas diligencias de investigación al objeto de determinar la responsabilidad de miembros de la Guardia Civil por supuesto encubrimiento y la omisión del deber de perseguir delitos, hechos de máxima gravedad dada las circunstancias concurrentes en este caso y que consideramos no puede quedar impune amparado una vez más la institución de la prescripción.

En este sentido también cabe destacar la actuación de este Fiscal ante el escrito que AUGC realiza en agosto de 2014, (doc.03) solicitando con argumentos que se inicien actuaciones por Fiscalía encaminadas a la reapertura de  las diligencias 3004/2009, instruidas por la muerte de dos súbditos colombianos, en las que sorprendentemente informa al Defensor del Pueblo en relación al expediente nº 14018086, instado por familia de Lucia Garrido, que: “… las citadas diligencias se incoaron exclusivamente por la muerte de dos súbditos colombianos que irrumpieron en la vivienda de don Manuel  Alonso, quien repelió los disparos efectuados por los anteriores que resultaron muertos. Ninguno de los datos aportados en el escrito se consideró suficiente por la Fiscalía para justificar la reapertura de la investigación…” Resulta incomprensible que estos mismos argumentos sirvieron para reabrir el caso de Lucia Garrido y no sirvan para reabrir este caso.
Con fecha 2/10/2014, la familia de Lucia Garrido remitió escrito al Defensor del Pueblo,  (doc.04) en la que exponía parte de las irregularidades que venían sucediendo en torno a la investigación por el asesinato de Lucía Garrido y las conexiones entre los distintos procedimientos que se hacen referencia en este informe, recibiendo contestación con fecha 19/05/2015, (doc.05) en la que resolvía el archivo del expediente nº 14018086, motivado por informe de Fiscalía en el que afirma que “…No considera el Fiscal que existan datos suficientes para considerar, ni siquiera indiciariamente, una posible conexión entre todos estos procedimientos..”,  hecho que se contradice frontalmente con el informe de Asuntos Internos de la Guardia Civil,  que con fecha 14/05/2015, (doc.06) remite al Juzgado de Violencia de Género nº  1 de Málaga en cuyo texto literalmente se dice  “…pues además de suponer las informaciones recientemente recibidas un vuelco en la investigación de la muerte  de los dos sujetos colombianos, tales datos sostendrían y arrojarían más sentido aun si cabe al móvil del crimen de Lucia, en cuya planificación  pudo igualmente existir la presencia de agente/s de la Guardia Civil directamente vinculados al tráfico de droga…” 
Teoría que no solo ha sido mantenida en todo momento por parte de la familia, en base a que la reapertura del referido sumario contribuiría al esclarecimiento del asesinato de Lucia Garrido, hecho por el que se solicito al Juzgado de violencia nº 1, copia del sumario por la muerte de estos dos súbditos colombianos, siendo denegado en primera instancia y posteriormente obtenido gracias al auto nº 887/13, de fecha 23 de diciembre de 2013, de la Audiencia provincial de Málaga, (doc.07) que textualmente dice, “ …pues bien, la Juez “a quo” a la hora de rechazar la práctica de tales diligencias de prueba da por única argumentación que por ahora no son “necesarias”, sin más explicaciones. Evidentemente ello no satisface a las partes recurrentes (acusación y Fiscal de violencia), ni a esta Sala, por los que examinada las actuaciones y estableciendo que existe o puede existir  una evidente conexión entre la causa o causas incoadas  para esclarecer la muerte de dos personas en la finca Los Naranjos a manos del aquí imputado y la muerte violenta de la mujer del imputado, se hace necesario recabar cuantos datos sean precisos para esclarecer este ultimo fallecimiento, por la vía de la prueba directa y, fundamentalmente, de la prueba indirecta o circunstancial…”
Por lo que a raíz de todo ello no se entiende la actitud del Fiscal Jefe al informar que no existe ni tan siquiera indiciariamente, una posible conexión entre todos estos procedimientos.
En cuanto a la participación de guardias civiles entorno a estos hechos son constantes y tienen como denominador común el apoyo a Manuel Alonso, sujeto que recordemos NO fue imputado por la investigación realizada por la Guardia Civil de Málaga, si no que lo fue posteriormente tras la reapertura en 2012, por el supuesto asesinato de Lucia Garrido y malos tratos continuados imputación en la que  AUGC, tuvo mucho que ver.
Hay que decir que tanto anterior como posteriormente al asesinato de Lucía Garrido se detecta la participación de miembros de la Guardia Civil que se prestan a servir como testigo de Manuel Alonso contra denuncia que Lucía Garrido, ponía contra éste por amenazas de muerte, lo que provocaba el descredito de Lucia ante cualquier Instancia, hecho que la va lastrando anímicamente hasta los últimos días de su vida, tal es el nivel de descredito que se llega que se niega la protección que Lucia Garrido solicitó al Juzgado de violencia nº 1 de Violencia de Género de Málaga,  (doc.08) ante el temor de ver peligrar su integridad física, llegando a ser muy precisa al fijar la fecha de su asesinato y su autor, hecho que conocemos a través de algunos de los testimonios prestados por amigas y familiares de la víctima. 
Lucía hizo lo que se le pide a una víctima, denunciar, pero tuvo la mala suerte de encontrarse rodeada de una serie de circunstancias e intereses que la desacreditaron, aislaron y finalmente le costó la vida. 

El acoso de esto sujetos no finalizó con la muerte de Lucía Garrido, si no que continuaron prestando falso testimonio a favor de Manuel Alonso, en este caso sería por el mismo teniente Jefe del SEPRONA Alonso Gómez Ocon, quien con fecha 19 de noviembre de 2009, ante el titular del Juzgado de Primera Instancia nº 8, en juicio ordinario nº 1158/07, (doc.09) no tuvo la más mínima ética en declarar contra la huérfana que dejó Lucia Garrido  para evitar que ésta recibiera la parte que en derecho le correspondía a la madre en el negocio de animales que compartía con su ex pareja Manuel Alonso en la finca de Los Naranjos. Este oficial seria uno de los beneficiados por la presunta prescripción del informe del Fiscal Jefe de Málaga. 
Por otro lado hay que decir que el 28 de mayo el Coronel  Jesús Esteban Gutiérrez, personalmente impuso públicamente una condecoración al guardia civil Juan José Ordoñez González imputado policialmente por Asuntos Internos en febrero de este año, lo que ocasiono el malestar de la familia de Lucia Garrido y provocó la denuncia por parte de AUGC en los medios de comunicación de este hecho, (doc.10) ya que este guardia era uno de los que trabajaba en la finca Los Naranjos para Manuel Alonso  y testifico contra Lucia Garrido en una denuncia contra Manuel Alonso por amenazas de muerte. (doc.11)
En este sentido hay que aclarar que la madre de Lucia Garrido le hizo llegar a mediados de 2013, una declaración jurada (doc.12) al coronel Jesús Esteban Gutiérrez, jefe de la Comandancia de Málaga, en la que le ponía en conocimiento, entre otras circunstancias, que el  guardia civil en activo, Juan José Ordoñez,  trabajaba por las tardes en la finca Los Naranjos, a para Manuel Alonso, y la conducta poco ejemplar y falta de humanidad demostrada por éste guardia civil ante la difícil situación que atravesaba Lucia Garrido y su hija Sara, provocada por Manuel Alonso, en su afán de que se marcharan de la casa,  pesar de ello el mentado coronel concedió a este guardia civil a su pase a situación de reserva a mediados de 2014 una vacante en los Juzgado de Torremolinos, lo que debió contar con el informe favorable por parte de este Jefe.
Esta participación de miembros del SEPRONA, entorno a Lucía Garrido, estaría relacionada con el negocio que Manuel Alonso pretendía establecer en la finca Los Naranjos, supuestamente inspirado por el teniente Alonso Gómez Ocon, quien presentó para este fin a su amigo Rafael García Bueno; empresario del sector gestión de residuos, para realizar el proyecto en la referida finca de un  centro de rescata de animales para el depósito de animales intervenidos por la administración, proyecto que no se pudo llevar a cabo hasta después del asesinato de Lucia Garrido,  por la negativa de ésta a abandonar la vivienda y los continuos obstáculo que ponía al referido proyecto.
Estas sospechosas relaciones entre Manuel Alonso y miembros del SEPRONA de la Guardia Civil de Málaga, en torno al negocio ubicado en la finca Los Naranjos fueron denunciadas por AUGC, en escrito de fecha 30 de enero de 2014, (doc.13) ante el coronel jefe de la Comandancia de Málaga, Jesús Esteban Rodríguez, sin que éste realizara la investigación correspondiente, escudándose para ello en que los hechos se encontraban judicializados y actualmente investigados por el Juzgado de violencia nº1 de Málaga,  afirmación esta que no se correspondía con la realidad, ya que no fue hasta octubre de ese mismo año cuando Asuntos Internos de la Guardia Civil, a raíz de un anónimo, instruye las diligencias policiales 1/2015, (doc.14) y se procede en febrero de 2015 a la detención del ahora capitán Alonso Gómez Ocon y la imputación entre otros del sargento José Benito Alonso Méndez y el guardia civil Juan José Ordoñez González, todos ellos imputados en base a los mismo hechos que el coronel omitió investigar ante la denuncia de AUGC. 
Estas actuaciones desembocaría en las Diligencias Previas 1429/2015 del Juzgado de Instrucción nº 4 en la que AUGC, se encuentra personada, no sin antes haber sufrido un importante retraso motivado por el extravío del primer escrito de personación. (doc.15)
A raíz de esta y otras negativas por parte del coronel a investigar hechos denunciados por AUGC Málaga, escudándose en no reconocer la representación legal del delegado de AUGC que suscribe, se procedió a informarle a este coronel en escrito de fecha 12/03/15, que se daría cuenta por estos hechos al Director General de la Guardia Civil, siendo  remitida dicha denuncia con fecha 6/04/15, recibiendo por parte del Ministerio del Interior,  (doc.16) contestación en la que se dice que se ha dado cuenta por parte de la Dirección General de la Guardia Civil que se le ha dado el correspondiente “trámite administrativo”, (doc.17) de lo cual no consta que se haya citado ni tan siquiera entrevistado con miembros relacionado con esta denuncia, sospechando motivadamente que una vez más no se ha abierto hasta la fecha ninguna investigación al respecto como ya ha venido ocurriendo supuestamente en anteriores denuncias.
 Posteriormente a estos hechos concretamente el día 19/03/15, el coronel Jesús Esteban Gutiérrez, personalmente acompaña hasta la puerta de la Comandancia al delegado de AUGC  Málaga y le prohíbe la entrada al acuartelamiento, amparándose en unos incidente de los que no informa a pesar de serle requerido en varias ocasiones por escrito, provocando una absoluta indefensión.
De este hecho se efectuó la correspondiente hoja de atención al ciudadano, motivando un expediente en el que no se respetaron las mínimas normas recogidas en la Ley de procedimiento administrativo común, sin que fuera citada por escrito esta parte al efecto de realizar las correspondientes alegaciones, archivándose posteriormente sin ningún tipo de responsabilidad.
Estos referidos Incidente,  sospechosamente toman forma en unas diligencias a prevención instruidas supuestamente con fecha 16/03/15, por el teniente jefe del SEPRONA, cuyas fechas no se registran en el registro informáticos (SIGO), para no evidenciar que se realizaron posterior al incidente con el coronel. Estas diligencias fueron remitidas con fecha “20/03/15”, a la Fiscalía de Málaga, es el Fiscal Jefe Juan Carlos Caballero, en fecha 23/03/15, quien incoa  investigación penal por estos hechos, y posteriormente como un supuesto delito de injurias, pero a pesar de que este fiscal en esos momentos se encuentra realizando el informe referido anteriormente sobre la prescripción de los ilícitos cometidos por algunos miembros del SEPRONA, no ha tenido en cuenta que las misma figura como principal testigo el sargento José Benito Alonso, quien se encuentra en esos momentos imputado por los hechos denunciados por AUGC, ni que tampoco el teniente instructor ha hecho alusión a este hecho a pesar de que es su propio jefe y no puede alegar desconocimiento al respecto.
Si por algo se caracteriza el caso del asesinato de Lucía Garrido es por las continuas apariciones de guardias civiles en apoyo de Manuel Alonso, mención especial es la del guardia civil en activo José Luis Montesinos Fernández, destinado en la Comandancia de la Guardia Civil de Málaga como sustituto del Abogado del Estado, quien asumiría la defensa de Manuel Alonso Herrero en las diligencias previas 8541/2011, por el impago de pensiones a la hija de Lucía y Manuel Herrero que se ha prolongado hasta 2013.
En este sentido hay que puntualizar que en esos momentos en los que el guardia civil José Luis Montesinos es su abogado, Manuel Alonso, había sido ya motivo de las siguientes actuaciones policiales:

2007 había sido denunciado por Lucia Garrido en varias ocasiones por amenazas de muerte.

2008 principal sospechoso de la muerte de su ex pareja Lucía Garrido.

2009  imputado por un delito contra el derecho de los trabajadores.

2009 imputado por la muerte de dos colombianos en “defensa propia”.

2010 detenido e ingresado en prisión por narcotráfico  junto a seis guardias civiles, entre ellos los responsables de la investigación del asesinato de Lucia Garrido y de los dos colombianos.
2011, imputado por impago de pensiones a su hija Sara.

2012 imputado por homicidio y malos tratos continuados a Lucia Garrido, tras la reapertura de las diligencias en 2012. 

2014 imputado por un delito de alzamiento de bienes

De todo ello el guardia civil Montesinos no puede alegar desconocimiento de los antecedentes de su cliente por la repercusión de estos hechos en los medios de comunicación y en la localidad de Alhaurin de la Torre donde ambos residen.
Ante tales hechos, AUGC denuncio públicamente estas relaciones calificándolas de una falta de sensibilidad hacia las víctimas de violencia de género por parte de un guardia civil que además ejercía como sustituto del Abogado del Estado, ello provocó que el coronel efectuara el correspondiente informe sobre estos hechos sin ningún tipo de responsabilidad alegando  a pregunta de este delegado de AUGC, que la actividad de Montesinos como abogado era correcta al tener concedida la compatibilidad y así lo había hecho constar en su informe.
Según consta en escrito de 3/02/2015, de alegaciones del abogado de Abdeslam achemlal, (doc.18) quien realizó parte de la compra de la finca Los Naranjos y por la que fue imputado, afirma en el punto cuarto, del párrafo tercero dice: “… mi representado, desconocedor total de la legislación y de cualesquiera principios jurídicos,  optó por pedir asesoramiento. Entonces Don Manuel Alonso Herrero le dijo que tenía un abogado que le resolvería las dudas; un abogado de la confianza del vendedor: Don José Luis Montesinos Fernández (el cual, por cierto ha defendido a mi representado en el acto de su declaración el pasado 26 de junio de 2013, tal como consta en las actuaciones…” 
Carece de toda explicación, salvo las ya expuesta que Manuel Alonso con los antecedentes policiales que posee, y habiendo ingresado en prisión preventiva varios meses,  poseyera la licencias de armas en vigor, concedida por la Intervención de Armas de la Guardia Civil en la que a raíz de las denuncias realizada ante los medios de comunicación se le retirara la licencia  a mediados de 2013, algo inaudito cuando la propia Policía  Nacional cuando detecta su presencia en el tráfico de droga por el que fue detenido, lo califica como persona muy peligrosa. 
No se puede alegar en este caso la devolución de las armas por el Juzgado nº 10 de Málaga que instruyó la muerte de los dos colombianos a manos de Manuel Alonso, como excusa para la conservación de la licencia de armas, ya que es Autoridad distinta previo informe de la intervención de armas quien de modo motivado revoca este tipo de licencia en la que se son valorados entre otro la conducta del sujeto en cuestión.
Dada la complejidad de estas actuaciones, se expone a continuación la sucesión de hechos relevantes que han ido conformando esta maraña, no en vano los nombres de algunas de las operaciones relacionadas o derivadas del asesinato de Lucia Garrido llevan nombres como  operación “ YEDRA”, instruidas incomprensiblemente por el SEPRONA y Asuntos Internos de la Guardia Civil, dirigida contra supuestos ilícitos de ordenación del territorio, cometido por Luis Andrés Fernández Barea, calificado como traficante, e  intimo de Manuel Alonso, diligencias 4322/2014, del Juzgado nº 12, que derivo posteriormente en las diligencias 5114/2014, de ese mismo Juzgado por la intervención del mayor depósito de armas ilegales encontrado en España, o también la operación “TELARAÑA” que se salda con la detención del capitán Alonso Gómez Ocon, antiguo jefe del SEPRONA  de Málaga y la imputación del sargento Jefe del Equipo del SEPRONA y dos guardias más, entre otros,  en relación a ilícitos observados en las escuchas telefónicas realizada en la investigación del asesinato de Lucia Garrido.
Sucesión de hechos:

Enero/2007, inicio separación sentimental de Lucia Garrido interpone varias denuncias contra su pareja Manuel Alonso por amenazas de muerte. Guardia civil en activo que trabaja en la finca para Manuel declara a favor de este, a raíz de ello la jueza no concede protección solicitada por Lucia.
Octubre/2007, sentencia por la que se concede a Lucia Garrido y a su hija Sara el uso de la finca los Naranjos.
30/abril/2008, Asesinato de Lucia Garrido en la finca los Naranjos de Alhaurin de la Torre (Málaga) diligencias previas 3013/2008, juzgado nº4 de Málaga y actualmente Diligencias Previas 1351/2012, del Juzgado de violencia de género nº 1. (Investigado por Policía Judicial de la Guardia Civil de Málaga).

7/mayo/2008, Audiencia Provincial concede a Lucía el uso de la finca en la que Manuel pretendía montar un negocio de depósito de animales. (la Audiencia no estima recurso de Manuel)
25/abril/2009, muerte a tiros de dos colombianos a manos de Manuel Alonso, ocurrida en la finca los Naranjos de Alhaurín de la Torre (Málaga).  La Investigación concluye que la muerte se produce en defensa propia, diligencias previas 3004/2009, instruidas por Juzgado nº 10 de Málaga. (Investigado por Policía Judicial de la Guardia Civil de Málaga).
4/mayo/2009,  archivo provisional de las diligencias por el asesinato de Lucía Garrido.
Noviembre/2009, teniente del SEPRONA Alonso Gómez Ocon declara como testigo de Manuel Alonso, para evitar que la huérfana de Lucía Garrido recibiera la indemnización que le correspondía a su madre por haber trabajado en el negocio de animales ubicado en la finca los Naranjos. El teniente cometió falso testimonio por el que fue detenido e imputado en febrero de 2015, delito prescrito según concluye el informe del Fiscal Jefe de Málaga.
Diciembre/2009, archivo provisional por la muerte de los dos colombianos, diligencias previas 3004/2009.

Diciembre/2010, imputación de Manuel Alonso y de los dos oficiales de la Guardia Civil responsables de la investigaciones del asesinato de Lucia Garrido y de los dos colombianos en la misma red de tráfico de estupefaciente, Diligencias previas 425/2010, del Juzgado de Instrucción nº 11 de Málaga. Manuel Alonso y teniente Valentín Francisco, ingresaron en prisión provisional por estos hechos. Actualmente estos hechos se juzgan desde septiembre de 2015 a febrero de 2016 en la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Málaga. A pesar de estos graves hechos  del que tiene conocimiento el grupo de homicidios de la Guardia Civil no  se informa a los Juzgados de Instrucción que llevan estos casos y que se encuentran archivados provisionalmente. 
Diciembre/2010, venta de la finca de los Naranjos por Manuel Alonso en fraude de Ley y por la que se iniciaron  Diligencias Previas 1800/2014, instruidas por el Juzgado de Instrucción nº 6 de Málaga, por un supuesto delito de alzamientos de bienes cometido por Manuel Alonso, su actual esposa Galyna  Sokolluk y Abdeslam achemlal, quien según declaración de éste último fue el abogado José Luis Montesinos quien asesoró para realizar dicha venta. D. José Luis Montesinos Fernández, es guardia civil en activo, destinado en la Comandancia de Málaga como sustituto del Abogado del Estado
Abril/2012, reapertura de las diligencias judiciales por el asesinato de Lucia Garrido que se encontraban archivadas en el juzgado nº 4,  y pasan al Juzgado nº1 de violencia de género Diligencias Previas 1351/2012, y se procede a la imputación por estos hechos de Manuel Alonso Herrero.
Agosto/2013, por parte de la intervención de armas de la Guardia Civil se le retira la licencia de arma a Manuel Alonso, hecho que debería de haber ocurrido cuando se produjo su detención e ingreso en prisión por tráfico de droga en 2010, pero que no ocurrió.
Junio/2013, el guardia civil en activo D. José Luis Montesinos Fernández, destinado en la Comandancia de Málaga como sustituto del Abogado del Estado, actúa como abogado  de Manuel Alonso en Diligencias Previas 8541/2011, del Juzgado de Instrucción nº 6, instruidas por impago de pensión alimenticia a la hija de Manuel y Lucia.
Finales/2014, Diligencias Previas 1800/2014, instruidas por el Juzgado de Instrucción nº 6 de Málaga, por un supuesto delito de alzamientos de bienes cometido por Manuel Alonso, su actual esposa Galyna  Sokolluk y Abdeslam achemlal, efectuar la venta de la finca los Naranjos
 Febrero/2015, imputación de  cuatro miembros del SEPRONA por asuntos internos de la Guardia Civil, Diligencias Previas 1429/2015, del Juzgado de Instrucción nº 4. El Fiscal Jefe D. Juan Carlos Caballero, asumió personalmente el informe que finalmente concluiría con la retirada de la mayor parte de las imputaciones por prescripción de los presuntos  delitos detectados en las escuchas telefónicas, sin tener en cuenta a efectos del computo del plazo de prescripción la denuncia formulada por estos hechos en fecha 29 de marzo de 2012, por los abogados de la familia de Lucía Garrido. 

12/marzo/2015, AUGC, informa al coronel Jesús Esteban Gutiérrez que de su actitud de no investigar hechos denunciados por esta asociación darán cuenta al Director General.

16/marzo/2015, supuesta instrucción de las diligencias a prevención contra el delegado de AUGC Cristóbal Ignacio Carrasco.

19/Marzo/2015,  el coronel expulsa personalmente de las instalaciones del la Comandancia al delegado de AUGC Cristóbal Ignacio Carrasco.
20/Marzo/2015, las diligencias a prevención son “terminadas y entregadas” en Fiscalía de Málaga

Málaga a 22 de diciembre de 2015
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